










 Bogotá, 31 de agosto de 2022. 

 

Señora: MARTA JAHEL AMEZQUITA VARON 

Juez Séptima de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá Cundinamarca. 

Asunto: Recurso de Apelación de Auto Interlocutorio del 25 de agosto de 2022 que niega la 

libertad condicional a JESUS DAVID SANTOFIMIO CELIS y se notifica el día 30 de 

agosto de 2022 en horas de la tarde. 

Condenado: JESUS DAVID SANTOFIMIO CELIS 

Delito: Concierto para Delinquir y otro. 

Rad: 730016000000201800169 

Por medio de la presente y con el debido respeto, me permito presentar recurso de apelación 

artículo 179 del cpp, y dentro de la línea de tiempos y donde expongo mi inconformidad con 

la decisión de primera instancia y presento sustentación con base a lo siguiente; 

Se me despacha desfavorablemente mi pretensión de libertad condicional con base a los 

argumentos del señor juez de penas y medidas , con lo contemplado en la sentencia c – 757 

de 2014, donde se faculta al juez de penas y medidas para valor la conducta punible PERO 

DE MANERA INTEGRAL teniendo en cuenta que los requisitos objetivos de procedibilidad 

para la concesión del subrogado invocado,  en este oportunidad hace alusión a la sentencia 

condenatoria impuesta por el honorable juez segundo especializado de Ibagué, donde se me 

condena por los delitos ya mencionado en calidad de cómplice a una pena de 81 meses , de 

los cuales cumplo con las 3/5 partes de la pena y por medio de preacuerdo con la fiscalía con 

el único fin de NO desgastar la justicia y de aceptar mi conducta desplegada con el fin de 

asumir el proceso de resocialización que exige el código penal y penitenciario , tal cual como 

lo demuestra mi cartilla biográfica , que con mis labores de estudio y trabajo dan cuenta de 

mi compromiso no solo con la justicia , sino también con la sociedad y mi familia; ya que la 

base principal de la pena es la resocialización y la rehabilitación del  delincuente para 

regresarlo a la sociedad y no por el contrario excluirlo del pacto social; en armonía con una 

constitución que vela por el cumplimiento efectivo de los derechos por ser un estado social 

y de derecho y no de ser una justicia que vive al amparo del rigor efectivo de las penas ; sino 

para los delitos de lesa humanidad o contra los niños o lo relativo a la ley 1126 de 2016 por 

expresa prohibición legal y no por pena cumplida como bien lo manifiesta la señora juez de 

primera instancia en su decisión donde habla de la totalidad de la pena, es por eso que 

presento la alzada con el único propósito de que en conjunto con lo normado en el artículo 

64 del cpp y sendas sentencias de constitucionalidad que han dado por medio de fallos no 

solo de tutela donde se ha dado lineamientos claro para que los jueces de penas y medidas 

valoren integralmente la purga efectiva de la pena desde el plano de la resocialización del 

penado conforme a la conducta punible y el paso del tiempo si se degrado o por causa de 

informes negativos en el lugar de reclusión se puede inferir que no se ha cumplido el objetivo 

de la pena y que resalto y reitero en mi pretensión dentro del marco del más profundo respeto 

por el señor juez de primera instancia no evaluó por medio de un test de ponderación desde 

el momento de mi captura hasta hoy si se cumplía dicho objetivo y solo se dedica a volver a 

refrescar memoria con lo dicho por el señor juez de conocimiento y solo habla de la lesividad 

de la conducta de trafico de estupefacientes y el mal que causa a la sociedad y no de los 

aspectos positivos que plasma mi solicitud por lo que en tal sentido hago alusión 



jurisprudencial ; En cuanto A LA VALORACION DE LA  CONDUCTA PUNIBLE ES 

USTED SEÑOR JUEZ; 

 CONCEPTO como servidor de justicia que puede resolver mi situación que está llamada a 

prosperar con todo respeto; reitero en mi intramuros me he dedicado a resarcir el daño con 

la sociedad por medio de mi trabajo y estudio situación que es el pilar dentro proceso de 

reeducación y resocialización y la finalidad de la pena ; en la presente mi cartilla biográfica 

está demostrado q soy merecedor del subrogado invocado el cual es usted honorable  señora 

juez séptima quien valora la conducta punible en lo objetivo y subjetivo ya q tengo las 3/5 

partes de la pena por estudio y trabajo y más ya que tengo 55 meses y 25, aunque falta 

tiempo aproximado de 6 meses por lo que suplico a usted señor juez se redima la 

totalidad de mis descuentos de lo cual anexare comprobante de mi solicitud donde se 

encuentran las cómputos en general de redención; estos  porcentajes que   dan fe que 

me he esforzado para regresar a mi hogar; los cuales me han dado arraigo lo q 

demuestra q no soy un peligro para la sociedad.; 

En lo subjetivo con todo respeto quiero llevar a colación la sala de casación penal de la 

corte suprema de justicia en su sentencia del 19 de noviembre de 2019 radicado 107644, 

la sala de casación penal ejerciendo un control de constitucionalidad analizó de forma 

detallada el criterio adoptado por el señora juez cuarta de penas y medidas de seguridad 

de Pereira Risaralda al momento de resolver solicitudes de libertad condicional y señaló 

q no debía limitarse a lo expuesto en la sentencia de condena en torno a los bienes 

jurídicos afectados se debía considerar la ausencias de circunstancias de mayor 

punibilidad debía sopesar los efectos de la pena hasta ese momento descontada , el 

comportamiento del condenado y los aspectos relevantes para establecer la función 

resocializadora del tratamiento penitenciario. 

Igualmente señaló; 

Por lo anterior “los jueces de ejecución de penas deben velar por la reeducación y la 

reinserción social de los penados, como una consecuencia natural de la definición de 

Colombia como un estado social y de derecho fundado en la dignidad humana, que 

permite humanizar la pena de acuerdo con el artículo 1ro de la constitución política de 

Colombia (T -718 de 2015) , y evitar criterios retributivos de penas más severas (CSJSP 

27 de febrero de 2013 rad 54). 

Finalmente, la corte suprema de justicia estableció recientemente que, si bien el juez de 

ejecución de penas, en su valoración debe tener en cuenta la conducta punible, adquiere 

preponderancia a la participación del condenado en actividades como una estrategia de 

readaptación social en el proceso de resocialización ( CSJSP 10 de octubre de 2018 rad, 

50831, pues el objeto del derecho penal en un estado como el colombiano no es excluir al 

delincuente del pacto social sino buscar su reinserción en el mismo ( C-328 de 2016) en 

tal sentido las altas cortes han incorporado criterios de valoración para que la 

interpretación del artículo 64 del cpp ‘ mal se guíe por los principios constitucionales y 

del bloque de constitucionalidad como bien lo es el principio de interpretación pro homine 

también denominado “cláusula de Favorabilidad en la interpretación de los derechos 

humanos “ , ( C-148 /2005 , C -408 /1996), para centrarla en aquello que sea más favorable 

al hombre y sus derechos fundamentales consagrados a nivel constitucional “ C -

313/2014). 

Así las cosas, debe entenderse entonces, que, de acuerdo a lo recientemente señalado por 

el máximo órgano de cierre penal, debe tenerse en cuenta no sólo la valoración de la 

conducta punible impuesta por la ley penal, sino también, los demás aspectos constitutivos 

de proceso y de su posterior ejecución, como lo son las circunstancias de mayor o menor 

punibilidad, los agravantes y atenuantes y el proceso de resocialización que allá tenido el 

sentenciado durante el tiempo de ejecución de la pena. 



con todo respeto puede ponderar tal aspecto que dentro de las calendas de la etapa de 

juicio y producto del preacuerdo para no desgastar la justicia y acogerme a la economía 

procesal y premial. 

Pero si convencido su señoría que el objetivo de la pena es regresar al delincuente a la 

sociedad por medio de la resocialización y no excluir del pacto social ; ya que Colombia 

es un estado social y de derecho y acorde a la sentencia de la sala de casación penal de la 

corte suprema de justicia del 19 de noviembre de 2019 radicado 107644 ejerciendo control 

de constitucionalidad analizó de forma detallada el criterio adoptado por la señora juez 

cuarta de penas de Pereira al momento de resolver solicitudes de libertad condicional y 

señaló que no debía limitarse a lo expuesto en la sentencia de condena en torno a los 

bienes jurídicos afectados se debía considerar la ausencia de circunstancias de mayor 

punibilidad debía sopesar los efectos de la pena hasta el momento descontada , el 

comportamiento del condenado y los aspectos relevantes para establecer la función del 

tratamiento penitenciario.  

 

 

 

 

EN RECIENTE SENTENCIA LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA SALA DE 

CASACION PENAL DIJO; 

 

AP 3348-2022 magistrado Fabio Ospitia Garzón. 

 

La función preventiva especial se proyecta en los denominados mecanismos sustitutivos de 

la pena privativa de la libertad, establecidos por el legislador en ejercicio de su facultad de 

configuración, siempre y cuando se orienten a: (i) la efectiva resocialización de los 

sentenciados, (ii) favorezcan el desestimulo de la criminalidad, y (iii) promuevan la 

reinserción del delincuente a la vida en sociedad. 

 

Específicamente en lo atinente al principio de necesidad y a la prevención especial de la 

pena, la Corte Constitucional ha explicado (Cfr. CC C–806–2002) que si un condenado, 

bajo determinadas condiciones y circunstancias, no necesita de la privación física de su 

libertad para readaptarse a la comunidad, ha de brindársele la oportunidad de cumplir su 

condena mediante instrumentos que comporten una menor aflicción, lo cual no implica que 

no sean eficaces. 

 

Ello, en sintonía con lo afirmado de vieja data, en el sentido que «la pena debe ser un 

instrumento adecuado para servir a sus fines de prevención [,] retribución, protección o 

resocialización. Si los fines de la pena pueden conseguirse por otros medios menos costosos 

o menos aflictivos, la pena no es necesaria y por lo tanto no puede ser útil» (Cfr. CC T–

596– 

1992). 

 

Por ende, sin llegar al extremo de corrientes abolicionistas, el legislador colombiano ha 

contemplado el instituto de los subrogados penales como una forma de evitar que los 

condenados a pena privativa de la libertad permanezcan en los centros de reclusión, con la 

finalidad de aplicar, en concreto, la función resocializadora de la pena. 

 



En otras palabras, el fundamento que inspira los subrogados penales es el derecho del 

sentenciado a su resocialización, a rectificar y readecuar su conducta al estándar que el 

legislador ha previsto como de obligatorio 

cumplimiento para la convivencia en sociedad, buscando no excluirlo de ella, sino 

propiciando su reinserción a la misma. 

  

6.4 La resocialización como función y fin primordial de la pena en un Estado Social de 

Derecho y aspecto preponderante a la hora de abordar el 

estudio de la libertad condicional  

 

El concepto de resocialización ingresó a la Carta Política de 1991 con la promulgación del 

Acto Legislativo n.° 01 de 2020 «por medio del cual se modifica el artículo 34 de la 

Constitución Política, suprimiendo la prohibición de la pena de prisión perpetua y 

estableciendo la prisión perpetua revisable».  

Luego de citar sus precedentes15, el alto Tribunal Constitucional expuso que a lo largo de 

su jurisprudencia ha mantenido una posición tendiente a proteger todas aquellas garantías 

que permiten la resocialización de los condenados.  

 

Finalmente concluyó que: 

[l]a cláusula del Estado Social y Democrático de Derecho somete el ejercicio del poder 

punitivo del Estado a unos límites indiscutibles, como lo son la dignidad humana, la 

igualdad y la libertad. Por tanto, la política criminal diseñada e implementada en un Estado 

de esta naturaleza se caracteriza por basarse [en] unos principios humanitarios que 

reconocen a la persona procesada penalmente, y posteriormente condenada, unos derechos 

inalienables que, aún habiendo causado un daño grave a la convivencia en comunidad por 

la comisión de un delito, deben ser asegurados y protegidos por el Estado. La función 

preventiva especial de la pena privativa de la libertad es esencial en la política criminal 

humanista y 

garantista. Por ello, figuras como la redención de penas y subrogados penales son 

mecanismos que incentivan a la persona condenada a realizar actividades de 

resocialización, que al final es una expresión del reconocimiento de su dignidad humana 

[subrayado fuera de texto]. 

 

Como los sistemas penal y penitenciario están teleológicamente vinculados, en consonancia 

con las actividades de resocialización se halla el Código Penitenciario y Carcelario (Ley 

65 de 1993), cuyo texto –de hecho, anterior 

al actual Código Penal– contempla importantes expresiones del reconocimiento de la 

dignidad humana en el propósito de retornar al delincuente al seno de la sociedad. 

 

Las fases de rehabilitación y resocialización en el proceso penitenciario preparan a los 

sentenciados para la reincorporación a la vida en comunidad y conforme a su carácter 

progresivo, permite concluir que en los diferentes 

períodos por los que atraviesan va disminuyendo la rigidez en la limitación del derecho a 

la libertad, en especial el de locomoción al interior del establecimiento de reclusión y 

paulatinamente por fuera de él (Cfr. CC T–895–2013 y T–581– 2017). 

 

 

Por último, tráiganse a colación las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el 

Tratamiento de los Reclusos (Reglas Nelson Mandela)16 : Regla 4 



1. Los objetivos de las penas y medidas privativas de libertad son principalmente proteger 

a la sociedad contra el delito y reducir la reincidencia. Esos objetivos solo pueden 

alcanzarse si se aprovecha el período de privación de libertad para lograr, en lo posible, la 

reinserción de los ex reclusos en la sociedad tras su puesta en libertad, de modo que puedan 

vivir conforme a la ley y mantenerse con el producto de su trabajo. 

2. Para lograr ese propósito, las administraciones penitenciarias y otras autoridades 

competentes deberán ofrecer educación, formación profesional y trabajo, así como otras 

formas de asistencia apropiadas y disponibles, incluidas las de carácter recuperativo, 

moral, espiritual y social y las basadas en la salud y el deporte. Todos esos programas, 

actividades y servicios se ofrecerán en atención a las necesidades de tratamiento 

Individuales de los reclusos.  

 

Regla 5 

1. El régimen penitenciario procurará reducir al mínimo las diferencias entre la vida en 

prisión y la vida en libertad que tiendan a debilitar el sentido de responsabilidad del recluso 

o el respeto a su dignidad como ser humano (...)En conclusión, el fin resocializador de la 

pena se inscribe dentro de lo que se conoce como función de prevención especial positiva, 

eje articulador central de nuestro sistema penal donde se abandonan las ideas de 

intimidación, retaliación social o venganza. En su lugar, la noción de resocialización del 

sentenciado, como principio legitimador y objetivo supremo de la ejecución de la pena, 

constituye el centro de gravedad, consecuencia obligada de la definición de Colombia como 

Estado Social de Derecho fundado en el respeto de la dignidad humana (artículo 1° de 

la Constitución Política).  

 

6.6 De la valoración de la conducta punible al momento de resolver una solicitud de libertad 

condicional. Jurisprudencia relacionada  

 

6.6.1 Corte Constitucional 

Sin pretender agotar la línea jurisprudencial del alto Tribunal Constitucional al respecto, 

ha de recordarse que en la sentencia CC C–757–2014 (reiterada en CC C–233–2016 y C–

328–2016), en ejercicio del control abstracto de constitucionalidad sobre la expresión 

«previa valoración de la 

conducta punible», contenida en el artículo 64 del Código Penal modificado por el artículo 

30 de la Ley 1709 de 2014, se explicó que el principio de legalidad, como elemento del 

debido proceso en materia penal, se vulnera cuando el legislador establece que los jueces 

de ejecución de penas valoren la conducta punible para decidir sobre la libertad 

condicional, sin darles los parámetros para ello.  

 

Expresó que una norma que exige a los jueces ejecutores valorar la conducta punible de los 

condenados a penas privativas de su libertad al momento de decidir acerca de su libertad 

condicional, sólo es exequible si la valoración 

comprende «todas las circunstancias, elementos y consideraciones hechas por el juez penal 

en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al otorgamiento de la 

libertad condicional». 

 

En la sentencia CC T–019–2017, aunque el problema jurídico principal estribó en la 

aplicación del principio de favorabilidad en materia penal, la Corte Constitucional recalcó 

que al «estudiar los subrogados penales consagrados en la legislación... tendrá[n] 

relevancia las circunstancias y 



consideraciones efectuadas por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean estas 

favorables o desfavorables al condenado, lo anterior, siguiendo el precedente de la 

Corporación en cuanto a que debe valorarse la conducta 

punible». 

 

En la providencia CC T–265–2017, al realizar un estudio sobre los mecanismos sustitutivos 

de la pena privativa de la libertad existentes, en punto a la liberta simplemente reiteró la 

ratio decidendi de la sentencia CC C– 757–2014. En el mismo sentido la CC T–640–2017. 

entiendo su señoría que, si dentro de la respuesta se encontraban los presupuestos de la 

conducta que en su momento cometí, debe de abordarse los puntos aquí expuesto mi 

tratamiento penitenciario con base en la resocialización ha sido impecable sin informes, y 

he realizado labores de estudio y trabajo durante todos estos largos años de intramuro, amen 

a lo expuesto y con todo respeto suplico a su despacho; 

Se REVOQUE LA DECISION DEL SEÑOR JUEZ SEPTIMO DE PENAS Y 

MEDIDAS DE BOGOTA QUE ME NIEGA LA LIBERTAD CONDICIONAL Y EN 

SU LUGAR SE ME CONCEDA DICHO SUBROGADO POR LO EXPUESTO EN EL 

PRESENTE RECURSO. 

 

De antemano mil gracias. 

 

 

Atentamente; 

 

 
 
 
 
 
 

JESUS DAVID SANTOFIMIO CELIS 

CC 1.116.919.674 

CARCEL DE VARONES LA PICOTA pabellón 30 
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